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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
4832 Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de 

apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-2019.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Desde que el día 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud la elevara 
a pandemia internacional, la situación de emergencia de salud pública ocasionada por 
el COVID-19 ha evolucionado, tanto a nivel nacional como mundial, con enorme rapidez. 
Se trata de una crisis sanitaria sin precedentes y de una extraordinaria amplitud, tanto por 
el alto número de ciudadanos afectados, más de doscientos mil en España en el momento 
actual, como por el extraordinario riesgo en que ha situado a todo tipo de derechos tanto 
individuales como colectivos, lo que ha exigido la adopción de medidas inmediatas para 
hacer frente a esta situación.

Así, haciendo uso de la habilitación que otorga al Gobierno la Ley Orgánica 4/1981, 
de  1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, mediante el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se declaró el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, el cual, a la vista de la evolución 
de la epidemia, ha tenido que ser prorrogado, previa autorización del Congreso de los 
Diputados, hasta en tres ocasiones, a través de los Reales Decretos 476/2020, de 27 de 
marzo; 487/2020, de 10 de abril, y 492/2020, de 24 de abril.

Las necesarias medidas de contención adoptadas están teniendo un impacto 
económico fulminante, ya que suponen reducir la actividad económica y social de forma 
temporal, restringiendo la movilidad y paralizando la actividad en numerosos ámbitos; con 
las consiguientes pérdidas de rentas para familias y trabajadores, así como para las 
diferentes empresas y sectores de la economía española.

Por ello, se han venido adoptando medidas económicas y sociales que, además de 
facilitar la adecuada respuesta sanitaria a la emergencia, permitan garantizar la protección 
de familias, trabajadores y colectivos vulnerables, y sostener el tejido productivo y social, 
minimizando el impacto y facilitando que la actividad económica se recupere cuanto antes.

Entre los sectores económicos especialmente afectados por la crisis y sus 
consecuencias se encuentra el de la cultura. El conjunto de los espacios culturales y 
escénicos se ha visto absolutamente paralizado, lo que ha abocado a sus profesionales a 
una drástica pérdida de ingresos y a una situación crítica, dada su fragilidad estructural. 
Para hacer frente a esa situación, es imprescindible implementar nuevas medidas que 
complementen y adapten las ya existentes con carácter general, acomodándolas a las 
singularidades del sector. Estas singularidades hacían muchas veces ineficaces las 
previsiones generalistas, tanto para la protección de trabajadores como para las empresas, 
especialmente autónomos y PYMES, que, a la pérdida de liquidez, sumaban la falta de 
acceso adecuado a la financiación.

Además, la crisis provocada por el COVID-19 afecta, de manera muy relevante, a las 
mujeres del sector cultural que, en muchas ocasiones, partían ya de situaciones de 
desigualdad. Por ello, en la aplicación y desarrollo de estas nuevas medidas se atenderá 
a la igualdad efectiva entre mujeres y hombres de acuerdo con el primer criterio general de 
actuación de los poderes públicos previsto en el artículo 14 de la Ley Orgánica 3/2007, 
de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Hay que recordar el peso significativo de la cultura en la economía española. Los 
principales resultados obtenidos en la Cuenta Satélite de la Cultura en España indican 
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Por otra parte, se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades. La situación socioeconómica provocada por la COVID19 justifica la 
adopción de medidas urgentes para modificar el sistema de precios públicos universitarios 
con vistas al curso 2020-2021. Así, la disposición final séptima incluida en este real 
decreto-ley elimina el sistema de horquillas, que ha impactado de forma significativa sobre 
la estructura de precios. Este sistema ha conllevado, no solo un incremento de los mismos 
en términos generales, sino un aumento notable de la disparidad en dichos precios en 
función de la Comunidad Autónoma donde se preste dicho servicio, afectando de forma 
grave al acceso a la educación universitaria pública y al principio de igualdad de derechos 
y deberes de los españoles. De esta forma, se fomenta el acceso a la enseñanza superior 
pública y evita que los altos precios públicos universitarios provoquen inequidad y 
abandono de estudios. Conviene aclarar, igualmente, que la disposición modificada carece 
de carácter orgánico, con arreglo a la disposición adicional cuarta de la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre.

Es necesario, de igual manera, ajustar la composición del Patronato de la Fundación 
España Deporte Global, F.S.P., creada por el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, para que forme 
parte del mismo una representación de las Federaciones deportivas españolas y 
competiciones oficiales y no oficiales. Con ello, se facilitará, con carácter inmediato, el 
funcionamiento y toma de decisiones del órgano de gobierno de la entidad, haciendo más 
ágil y operativo su desempeño ordinario.

Además, se considera necesario modificar la actual regulación de los encargos de 
entidades pertenecientes al Sector Público que no tengan la consideración de poder 
adjudicador a medios propios personificados, cuya interpretación ha suscitado en 
ocasiones dudas, con el fin de completar y precisar más su redacción, así como de facilitar 
que los órganos del Estado y de las Comunidades Autónomas puedan ejercer las funciones 
que tienen conferidas con la máxima eficiencia y coordinación, aspectos ambos 
especialmente necesarios en las actuales circunstancias económicas y sociales derivadas 
del COVID-19, siempre con pleno respeto a la libre competencia. Así, la disposición final 
octava modifica la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo 
y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, aclarando que el 
requisito del control exigido para la consideración de un medio propio personificado 
respecto de una entidad perteneciente al Sector Público que no tenga la consideración de 
poder adjudicador se remite al previsto para los poderes adjudicadores; y se precisa el 
régimen aplicable a los encargos horizontales, es decir, los casos en que una entidad del 
Sector Público estatal de las característica indicadas realice un encargo a otra del mismo 
sector, controladas ambas, directa o indirectamente, por una misma entidad de dicho 
sector, así como el régimen de la compensación a percibir en estos casos por la entidad 
que reciba el encargo.

Finalmente, se completan y aclaran las medidas ya adoptadas en materia de 
contratación para afrontar las consecuencias derivadas de la situación creada por 
el COVID-19, recogidas en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19. 
A  tal efecto, se aclara el ámbito de aplicación, incluyendo los contratos actualmente 
vigentes celebrados por las entidades pertenecientes al Sector Público cualquiera que sea 
la normativa de contratación pública a la que estén sujetos con arreglo al pliego. Por otra 
parte, en los contratos de servicios y de suministros de prestación sucesiva que hayan 
quedado suspendidos conforme a lo previsto en el real decreto-ley, se precisa la posibilidad 
de que el órgano de contratación pueda realizar anticipos a cuenta del importe estimado 
de la indemnización que corresponda al contratista. Y, en materia de concesiones, se 
especifican determinados aspectos del régimen de restablecimiento del equilibrio 
económico del contrato, y por la necesidad de precisar la regulación de determinados 
encargos previstos en la legislación de contratación pública.
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Cinco.  Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en 
el artículo 27.3 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

Disposición adicional séptima.  Función social de las entidades de gestión de derechos 
de propiedad intelectual.

Durante un plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del presente real decreto-
ley no serán de aplicación los porcentajes mínimos previstos en el artículo 177.6 del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, 
de 12 de abril, regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes 
sobre la materia. Durante dicho periodo de tiempo, la asamblea general de una entidad de 
gestión de derechos de propiedad intelectual podrá modificar dichos porcentajes con el fin 
de incrementar aquellos destinados a la realización de actividades asistenciales a favor de 
los miembros de la entidad.

Disposición adicional octava.  Continuación e inicio de los procedimientos de contratación 
celebrados por entidades del Sector Público durante la vigencia del estado de alarma.

A los efectos previstos en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, desde la entrada en 
vigor del presente real decreto-ley se acuerda el levantamiento de la suspensión de los 
términos e interrupción de los plazos de los procedimientos de contratación promovidos 
por entidades pertenecientes al Sector Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen 
al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, siempre y cuando su 
tramitación se realice por medios electrónicos.

Lo dispuesto en el párrafo anterior permitirá igualmente el inicio de nuevos procedimientos 
de contratación cuya tramitación se lleve a cabo también por medios electrónicos.

Esta medida se extenderá a los recursos especiales que procedan en ambos casos.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades.

Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2020, 
se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 36 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, que quedan redactados de la siguiente forma:

«1.  Las inversiones en producciones españolas de largometrajes y 
cortometrajes cinematográficos y de series audiovisuales de ficción, animación o 
documental, que permitan la confección de un soporte físico previo a su producción 
industrial seriada darán derecho al productor a una deducción:

a)  Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la deducción.
b)  Del 25 por ciento sobre el exceso de dicho importe.

La base de la deducción estará constituida por el coste total de la producción, 
así como por los gastos para la obtención de copias y los gastos de publicidad y 
promoción a cargo del productor hasta el límite para ambos del 40 por ciento del 
coste de producción.

Al menos el 50 por ciento de la base de la deducción deberá corresponderse 
con gastos realizados en territorio español.

El importe de esta deducción no podrá ser superior a 10 millones de euros.
En el supuesto de una coproducción, los importes señalados en este apartado 

se determinarán, para cada coproductor, en función de su respectivo porcentaje de 
participación en aquella.
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Asimismo, se consignarán las compensaciones correspondientes a los importes 
derivados de las exenciones y reducciones que legalmente se dispongan en materia 
de precios públicos y demás derechos.»

Disposición final séptima.  Modificación del artículo 26 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 
de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo.

Se modifica el párrafo segundo del apartado 4 del artículo 26 del Real Decreto-ley 
15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía 
y el empleo, que queda redactado de la siguiente forma:

«Formarán parte del patronato, en los términos previstos en los Estatutos, entre 
otros, la Real Federación Española de Fútbol, La Liga de Fútbol Profesional 
(‘‘LaLiga’’). También serán parte del patronato una representación de las 
Federaciones deportivas españolas y competiciones oficiales y no oficiales, en los 
términos que prevean los estatutos.»

Disposición final octava.  Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE, de 26 de febrero de 2014.

Se da nueva redacción a los apartados 2 y 3 del artículo 33 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE, de 26 
de febrero de 2014, quedando redactados como sigue:

«2.  Tendrán la consideración de medio propio personificado respecto de una 
entidad perteneciente al Sector Público que no tenga la consideración de poder 
adjudicador, aquellas personas jurídicas, de derecho público o de derecho privado, 
que cumplan todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a)  Que el ente que hace el encargo ostente control, directo o indirecto, en el 
sentido del artículo 32.2.a), primer y segundo párrafos de esta Ley, sobre el ente 
destinatario del mismo.

b)  Que la totalidad del capital social o patrimonio del ente destinatario del 
encargo sea de titularidad pública.

c)  Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del 
encargo se lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados 
por la entidad que realiza el encargo y que lo controla o por otras personas jurídicas 
controladas del mismo modo por la entidad que realiza el encargo.

El cumplimiento efectivo del requisito establecido en la presente letra deberá 
quedar reflejado en la Memoria integrante de las Cuentas Anuales del ente 
destinatario del encargo y, en consecuencia, ser objeto de verificación por el auditor 
de cuentas en la realización de la auditoría de dichas cuentas anuales de 
conformidad con la normativa reguladora de la actividad de auditoría de cuentas.

3.  El apartado 2 del presente artículo también se aplicará en los casos en que 
una entidad del Sector Público estatal realice un encargo a otra del mismo sector, 
siempre que la entidad que realiza el encargo y la que lo reciba estén controladas, 
directa o indirectamente, por la misma entidad de dicho sector y, además, la totalidad 
del capital social o patrimonio de la entidad destinataria del encargo sea de 
titularidad pública. En este supuesto, el requisito del apartado 2.c) anterior, cuya 
acreditación deberá reflejarse en la forma dispuesta en él, se entenderá cumplido 
por referencia al conjunto de actividades que se hagan en el ejercicio de los 
cometidos que le hayan sido confiados por la entidad que realiza el encargo, por la 
entidad que controla directa o indirectamente tanto a la entidad que realiza el 
encargo como a la que lo recibe, así como por cualquier otra entidad también 
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controlada directa o indirectamente por la anterior. En estos casos, la compensación 
a percibir por la entidad que reciba el encargo deberá ser aprobada por la entidad 
pública que controla a la entidad que realiza el encargo y a la que lo recibe, debiendo 
adecuarse dicha compensación y las demás condiciones del encargo a las generales 
del mercado de forma que no se distorsione la libre competencia.

La posibilidad que establece el párrafo anterior también podrá ser utilizada por 
las Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas dentro de cada uno sus 
respectivos sectores públicos.»

Disposición final novena.  Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, queda modificado con efectos 
desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en los términos 
siguientes:

Uno.  Se añade un párrafo final al apartado 1 del artículo 34, con la siguiente redacción:

«En los contratos de servicios y de suministros de prestación sucesiva que 
hayan quedado suspendidos conforme a lo previsto en este apartado, el órgano de 
contratación podrá conceder a instancia del contratista un anticipo a cuenta del 
importe estimado de la indemnización que corresponda. El abono del anticipo podrá 
realizarse en un solo pago o mediante pagos periódicos. Posteriormente, el importe 
anticipado se descontará de la liquidación del contrato. El órgano de contratación 
podrá exigir para efectuar el anticipo que el mismo se asegure mediante cualquiera 
de las formas de garantía previstas en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público.».

Dos.  Se modifica el último párrafo del apartado 4 del artículo 34, que queda redactado 
del siguiente modo:

«La aplicación de lo dispuesto en este apartado solo procederá cuando el 
órgano de contratación, a instancia del contratista, hubiera apreciado la imposibilidad 
de ejecución del contrato como consecuencia de la situación descrita en su primer 
párrafo y únicamente respecto de la parte del contrato afectada por dicha 
imposibilidad.»

Tres.  Se añade un párrafo final al apartado 7 del artículo 34, con el siguiente literal:

«También tendrán la consideración de “contratos públicos” los contratos de 
obras, los contratos de servicios o consultorías y asistencias que sean 
complementarios a un contrato de obras principal y necesarios para la correcta 
realización de la prestación, así como los contratos de concesión, ya sean de obras 
o de servicios, incluidos los contratos de gestión de servicios públicos; celebrados 
por las entidades pertenecientes al Sector Público en el sentido definido en el 
artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre; siempre que estén vigentes a la 
entrada en vigor de este real decreto ley y cualquiera que sea la normativa de 
contratación pública a la que estén sujetos con arreglo al pliego. En estos contratos, 
no resultará de aplicación a las suspensiones a que se refiere el presente artículo, 
además de las disposiciones señaladas en sus apartados 1 y 3, lo dispuesto en los 
artículos relativos a indemnizaciones por suspensiones de contratos en la normativa 
de contratación pública anterior al Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, que sea aplicable a los mismos, ni aquellas indemnizaciones por 
suspensión previstas en los pliegos de contratos en el ámbito de la normativa de 
contratación pública en los sectores del agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales.» cv
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